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Otra cuestión que preocupa a los profe-
sionales es que se garanticen las medidas 
necesarias para evitar contagios en los 
juzgados. El decreto prevé el estableci-
miento de turnos de trabajo, limitación 
de aforo y actuaciones telemáticas. Igual-
mente, dispensa a los letrados del uso de 
la tradicional toga por motivos higiénicos 
(evitando así su préstamo). Un símbolo de 
la profesión que, para muchos, permite 
igualar a las partes y un correcto código 
de vestimenta en sala, por lo que abogan 
por su mantenimiento en un futuro. 

Partidarios
Por otro lado, hay letrados que están a 
favor de habilitar agosto como solución 
a una circunstancia excepcional. Óscar 
Cano, abogado de familia y sucesiones, 
cree que en la profesión hay “una extensa 
clase media que necesita volver al trabajo” 
después de meses sin apenas ingresos ni 
ayudas. “Solo unos pocos pueden permi-
tirse pensar en vacaciones”, afirma. En su 
opinión, es el momento de que el colectivo 
demuestre su vocación en la defensa del 
ciudadano y “arrime el hombro”.

La voluntad de colaborar en la reactiva-
ción tras el parón de estos meses no está en 
entredicho para Marina Guillén, abogada 
dedicada al derecho penal económico. 
“No podemos perder de vista que, por 
encima de todo esto, se encuentra que se 
garanticen los derechos de los ciudadanos”. 
Ahora bien, Guillén considera que esta 
situación debe servir para abrir un debate 
sobre “la manera de garantizar el derecho 
de los profesionales a sus vacaciones y a 
la desconexión digital más allá del mes 
de agosto”. Entiende el malestar de sus 
compañeros, especialmente autónomos 
y bufetes pequeños, que no van a poder 
prever vacaciones o intercambiarlas con 
colegas, como sí podrán hacer despachos 
profesionales con más personal.

En esta línea, Emilio Gude, socio del 
área de litigación de Ceca Magán, rechaza 
de plano que habilitar juicios en agosto 
beneficie a las firmas de mayor tamaño. 
Esta afirmación, explica, supone un desco-
nocimiento de la realidad de estos bufetes, 
en los que el peso del departamento de 
procesal es muy inferior frente a áreas 
con más peso económico como fusiones y 
adquisiciones. “El 80% de nuestros aboga-
dos no van al juzgado”, apunta. Tener que 
exigir más horas de dedicación al personal 
sobre casos ya “vendidos” es, al contrario, 
ineficiente y perjudicial. Tampoco existe 
rivalidad, añade, porque no compiten por 
los mismos clientes. 

Por último, los operadores sostienen 
que los avances no vendrán de legislar a 
golpe de decreto, sino a través de un gran 
pacto para la reforma de la justicia. De 
hecho, la convalidación de la ley en el Con-
greso peligra, con Partido Popular y Vox 
en contra. Hay juristas que han rechazado 
la fórmula empleada para implantar esas 
medidas urgentes por modificar una ley 
orgánica mediante una norma de rango 
inferior.

Juan Antonio Frago, presidente de la 
Asociación Profesional Independiente 
de Fiscales, muy crítico, señala que el 
Gobierno “ha invadido la potestad auto-
organizativa del Consejo General del Poder 
Judicial”, que podría plantear un conflicto 
de competencia. 
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La abogacía 
vive días 
complejos. 
Al plan del 
Ministerio 
de Justi-
c i a ,  q u e 

ha suscitado el rechazo 
prácticamente unánime 
de la profesión, se une la 
profunda preocupación 
por el impacto de la crisis 
económica fruto del coro-
navirus. El decano del Cole-
gio de Madrid (ICAM), José 
María Alonso, asegura que 
la institución que dirige li-
derará la reacción contra 
las medidas del Ministerio. 

¿Cómo valora el plan del 
Ministerio de Justicia?
Hay una parte positiva y 
otra negativa. Me parecen 
muy loable dar una trami-
tación sumaria a los pro-
cedimientos de familia, los 
relativos a los ERTE y los 
que tienen que ver con los 
concursos de acreedores. 
Por otro lado, se propug-
na una justicia mucho más 
telemática, pero para ello 
hace falta que los juzgados 
tengan medios. 

La iniciativa no cuenta con 
dotación presupuestaria.
Sin medios, quedará en 
agua de borrajas; sin pre-
supuesto, no tendrá nin-
guna efectividad.

¿Es un plan consensuado, 
como dijo el ministro?
No está plenamente con-
sensuado. Sí han tenido en 
cuenta el punto de vista de 
la abogacía en las cuestio-
nes procesales, pero no en 
lo relativo a la habilitación 
de agosto y al trabajo por 
las tardes. 

Se habilita del 11 al 31 de 
agosto. ¿Cómo lo valora?
Estamos en contra. Los 
abogados tienen derecho 
al descanso y a la concilia-
ción. Pero es que, además, 
pensamos que va a ser ine-
ficaz, porque habrá jueces, 
fiscales o letrados de la 
Administración de Justi-

cia que se vayan de vaca-
ciones esos días. Muchos 
abogados estarán opera-
tivos en días en los que no 
se puedan celebrar vistas.

¿Se opondrán? ¿Cómo ve-
ría una huelga?
Con un tercio de los abo-
gados de España, en el 
ICAM asumimos que te-
nemos que liderar la reac-
ción. La huelga no la veo 
porque puede perjudicar a 
los clientes. En la próxima 
junta de gobierno analiza-
remos esta cuestión. Es-
tamos dispuestos a adop-
tar las medidas necesarias 

siempre que sean sensatas, 
legales y operativas. 

¿Cómo ha respondido el 
colegio a esta crisis?
Tenemos un comité que se 
reúne a diario para analizar 
la situación. Se suscitó el 
problema de la asistencia a 
los detenidos por parte de 
los abogados del turno de 
oficio sin que se les diera 
medidas de protección. Eso 
era inadmisible. Ahora ya 
se está funcionando razo-
nablemente bien. También 
recibimos muchas quejas 
por los bufetes que ofre-
cían servicios gratuitos y 
pro bono. Si es a empresas, 
no hay problema, pero si 
es a personas físicas, para 
eso está el sistema de jus-
ticia gratuita. Esa cuestión 
también está pacificada. 
Además, ofrecemos más de 
500 programas de e-lear-
ning y hemos puesto el 
Espacio Abogacía a dispo-
sición de los letrados que 
han perdido el despacho. 

¿Está funcionando el 
servi cio de orientación 
jurídica al ciudadano?
Sí, sin duda. Durante el 
mes de abril hemos aten-

dido casi 6.000 consultas 
de ciudadanos de forma 
totalmente gratuita.

¿Le preocupa el impacto 
de la crisis económica?
Mucho. Los abogados au-
tónomos, pero también las 
grandes firmas, nos tras-
ladan que ha caído la car-
ga de trabajo y muchos no 
están generando ingre-
sos. Para poder ayudarles 
hemos revisado el presu-
puesto y hemos generado 
una partida de un millón 
de euros para ayudar en el 
pago de cuotas, alquileres, 
etc. También ofrecimos el 
aplazamiento de las cuo-
tas del segundo trimestre 
y 3.000 colegiados nos lo 
han solicitado. Trabajamos, 
además, en un sistema de 
recolocación.

¿Recuperará el colegio a 
los trabajadores afecta-
dos por el ERTE?
El compromiso con nues-
tros empleados es total. 
Son 45 los trabajadores 
afectados (en un ERTE por 
fuerza mayor) y se reincor-
porarán en cuanto se levan-
te el estado de alarma. No 
podíamos pedir sacrificios 
a los colegiados sin asumir 
medidas de reorganización 
interna. 

Muchos colegiados están 
cuestionando los 181.500 
euros de la dirección de 
comunicación (encargada 
a Alfonso Merlos). ¿Está 
justificado ese gasto? 
La cuestión ha sido expli-
cada varias veces en junta 
y asamblea. El gasto en co-
municación de la anterior 
dirección del ICAM era de 
600.000 euros y ahora está 
por debajo de los 500.000 
gracias a la internalización 
de actividades que antes 
se externalizaban. Alfonso 
Merlos no es personal labo-
ral del colegio; su contra-
to de prestación de servi-
cios incluye su retribución, 
pero además impuestos y 
otras actividades como la 
producción audiovisual o 
el diseño gráfico. Siempre 
ha habido máxima trans-
parencia en este aspecto.

Un plan como el 
de Justicia, si no 
va acompañado 
de medios, no 
tendrá ninguna 
efectividad

José María Alonso, decano del Colegio de Abogados de Madrid

“Tomaremos medidas 
contra la decisión de 
habilitar agosto”
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